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III.. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

Lo que digo a V. L para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 28 de mayo de 1992.-P. D. (Orden ministerial de 17 de

mayo de 1991. «Boletín Oficial-.del EstadO» de 24 de mayo). el Sub­
secretario, Fernando Pastor López.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Justicia.

14996 RESOLUCION de 8 de mavo de 1992, de la Dirección
General de los Registros y'del Notariado. en el recurso
gubernativo interpuesto por Jesús López López, en nombre
de «Gestores de Arquitectura e Inftenieria, Sociedad Anó·
nima», contra la nf!gativa·de/ Registrador de la Propiedad
de Chic/ana de la Frontera a practíc.:ar una nota marginal,
en virtud de apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por Jesús López Lópe.z. en
nombre de «Gestores de Arquitectura e Ingeniería, Sociedad Anonima»,
contra la negativa del Registrador de la Propiedad de Chiclana de la
Frontera a practicar- una nota marginal, en Virtud de apelación del re­
currente.

IV

II

Hechos

El Ayuntamiento de Barbate vendió en' pública subasta una parcela
de terreno propiedad municipal de 30<000 metros cuadrados de super·
flcic, sita en el Padrillo de la Aldca de Zahara de los Atunes, finca
registraI número 2.990 segregada de una Dehesa de su propiedad del
ténnino de Barbate y según dimana del Pliego dc condiCiones, con
destino necesariamente a la const1:1lcCión de Viviendas subvencionadas,
estableciéndose que el incumplimiento de dicho fin plazo máximo de
cinco años y su mantenimiento durante otro de treinta, dctenninará la
reversión de pleno derech~ al Patrimo~io Municipal de la parcela su­
bastada con sus pertenencIas y accesonos.

Dicha soli(~itud fue calificada éon la siguiente nota; «Denegada la
solicitud de hacer constar el cumplimiento de la condíción resolutoria
a que se refiere el precedente documento y que reitera otro de fecha
25 de marzo de 1991, también presentado por el mismo solicitante, por
no resultar de los documentos aportados. suficientemente acreditado tal
cumplimiento; toda vez que la extensión de la nola margmal corres·
pondiente, produce automáticamente la cancelación de la condición del
derecho de reversíón establecido a favor del Ayuntamienlo transmiten·
te, que no presta su consentimiento. Por ello. salvo que medie acucrdo
entre ambas partes contratantes, en tal sentido. consentimiento expreso
del Ayuntamiento, o en su defecto sentencia judicial finne que así lo
dctennine, no es posible practicar la nota marginal. haciendo constar
el referido cumphmiento. Artículo 82 de la Ley Hipotecaría, párrafo
J." No procede tomar anotación pre-vtntiva de suspensión, por el ca­
nicter insubsanable de dicho defecto.-Chlclana a 5 de abnl de 1991.-El
Registrador.-Finna ilegible.))

III

«Gestores de Arquitectura e Ingeniería. Sociedad Anónimm). actual
titular de la citada finca presentó en el Registro de la Propiedad de
Chietana de la Frontera un escrito de fecha 25 de marzo de 1991 por
el que solicitaba la extensión de la nota marginal prevista en el artículo
23 de la Ley Hipotecaria~ la finca reglstral número 2.Q9ü con la
que se aportaba certificacion de un acuerdo del Pleno Corporativo; en
el que somete su decisión, sobre el cumplimiento bastante de la con·
dicJón, al dictalU";il de la Dirección General de AdmiJlistradón Local
y Justicia de la Comunidad Autónoma de Andalucía. y acompañaba un
mfonne del Servicio de Régimen Jurídico de la referida Dirección Ge·
neraL

Don Jesús LÓl?~z López, en representación de «Gestores de Arqui.
tc-CÍura e Ingemena, SOCIedad Anónima>~, interpuso recurso gubernatiVo
contra la anterior calificación, y alegó: Que la nota de calificación re­
currida no desvirtúa ninguno de los fundamentos lel?alcs contenidos en
la solicitud, mediante los que se acreditó el cumplimientü de los re·

ORDEN de 28 de mayo de 199J por la que se manda
expedir. sin perjuicio de tercero Jt' mejor derecho, f?eal
Cana de Sucesión en el titulo dI! Bar/m de Andil/a, a lavor
de don Antonio Caro ,Santa Cm::. -

ORDEN de 28 de mayo de 1992 por la que se manda
expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, Real
Carta de Sucesión en el· titulo de Marqués de Puerto Nue~
va, a favor de don Enrique Juncadella y de Ferrer.

De confonnidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912. este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido
a bien disponer que. previo pago del impuesto correspondiente. se ex­
pida, sin perjuicio de tercero de mejor derecho. Real Carta de Sucesión
en el titulo que se indica más abajo, a favor del interesado que se
expesa.

Título, Marqués de Puerto Nuevo; Interesado. don Enrique Junca­
dcHa y de Ferrer; Causante, don Manuel Juncadella y de Ferrer.

Lo que digo a V. L para su conocimiento y demás efectos.
Madrid. 28 de mayo de l992,~P. D. (Orden ministerial de 17 de

mayo de 1991, «Boletin Oficial del Estado» de 24 de mayo), el Sub­
secretario, Fernando Pastor López.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Justicia.

ORDEN de 28 de mayo de 1992 por la que se manda
expedir, sin perjuicio de lercero de mejor derecho, Real
Carta de Suce.nón en el título de Conde de la Almina. a

¡aval: de don Carlos Taboada Fernández de Navarrete.

De confonnidad con lo prevenido en el Real Decreto' de-27 de mayo
de 1912, este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido
a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se ex·
pida, sin peIjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión
en el título que se indica más abajo, a favor del interesado que se
expresa.

Titulo, Conde de la Almina; Interesado, don Carlos Taboada Fer·
náildez de Nav<1rrcte; Causante, don Carlos Taboada y Sangro. .

14994

14995

14993

De confonnidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912. este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido
a bien disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se ex·
pida, sin peIjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión
en el título que se indica más abajo, a favor del interesado que se
expesa.

Título. Barón de Andílla: Interesado. don Antonio Caro Santa Cruz:
Causante. dor{Francisco Santa Cruz y Bahía.

Lo que digo a V. 1. para su conocimiento y demás efectos.
Madrid, 28 de mayo de I992....:.P. D. (Orden ministerial de 17 de

mayo de 1991, {(Boletín Oficial del Estadm> de 24 de mayo), el Sub·
secretario. Fernando Pastor López.

Ilmo. Sr. Subsecretario de Justicia.



BOE núm. 153 Viernes 26 junio 1992 21837

Hechos

Fundamentos de Derecho

la reforma de la Ley, efectuada el 5 de diciembre de 1988. ha otorgado
a tal institución.

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona,
don Eduardo Nenot Tirado. contra la negativa del Registmdor de la
Propiedad, numero 14, de dicha ciudad a inscribir una escritura de
elcvación a público de un documento privado de compraventa. en virtud
de apelación del re~UlTcnte.

RESOLUCfON de 13 de mavo de 1992. de la Dirección
General de los Registros y del Notariado. en pi rprllr.,,@
gubernativo interpuesto por el Notario de Barcelona, don
Eduardo Nebot Tirado. contra la negativa del Registrador
de la Propiedad. número 14. de dicha ciudad a inscribir
una escritura de elevación a público de IIn documento pri­
vado de compraventa, en virtud de apelación del recu­
rrente.

14997

Vistos los articulos l.". 3.". 23 Y 40 de la Ley Hipotecaria; 56 y
238 del Reglamento. Hipotecario.

Primcro.-En el presente recurso se dcbate sobre la procedencia de
la no~a marginal preyista en el articulo. 2~ de la Ley Hipotecaria para
acreditar que ha tentdo lugar el cumpltmlento del fín. úe que S~ hizo
depender la adquisición. en términos que impidan' el funCIOnamiento
de la condición resolutoria a que sometió la adquisición de una parcela
ena¡"enada por el Ayuntamiento de Barbate: conforme a las clausulas
de a enajenación. esa parcela había de dcstinarsea la consllllcción de
viviendas subvencionadas, estipulándose que· <da construcción deberá

, r~alizarse en el plazo de cinco aftos y permanecer durante otro de trein­
ta, y que el incumplimiento de este fin dctenninará la reversión de
pleno derecho al patrimonio municipal de la parcela subastada~).

Segundo.~Si se tiene en cuenta que la constatación registral del cum­
plimiento o incumplimiento de las condiciones. sean suspensivas o re­
solutorias, precisa bien la constancia- fehaciente de la realidad del hecho
en que aquéllos consisten (vid. artículos 3.<>, 23 de la Ley Hipotecaria,
56 y 238 del Reglamento Hipotecario), bien. el consentimiento de los
titulares registrales afectados o (a oportuna resolución judicial dictada·
en juicio óeclarativo entablado directamente contra aquéllos (vid. ar­
ticulos 1.0 y 40 de la Ley HiIX*caria), no podril accederse a la exten­
sión de la nota solicitada en virtud del solo contenido de un infonne
del Servicio de Régimen Jurídico de la Dirección General de Admi­
nistración Local y Justicia de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
solicitado por la entidad lacal que en su día realizó la enajenación
cuestionada, y al que, sin justificación razonable segun los documentos
presentados. pretende el recurrente dar el alcance de un laudo arbitral;
tnfonne que, sobre dejar a salvo en todo caso la decisión que adopte
esta entidad, ni siquiera se pronuncia de manera indubitada sobre el
cumplimiento de la' cláusula garantizada con la condición resolutoria
(únicamente se afirma que «en base a los razonamientos que expone
el recurrente estimamos que podria considerarse suficiente IJ<!ra estimar
el recurso de reposición mte~uestm~).

Téngase en cuenta, además, que los términos de la condición no se
reducen a la edificación dentro del plazo de cinco años. sino que per­
siguen igualmente el mantenimiento de aquélla durante un penodo de
tiempo {JO años), plazo que aún no ha transcurrido en el momento d.:
SOliCItarse la nota cuestionada.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado desestimar cl re­
curso interpuesto confirmando cl auto apelado y la nota del' Registrador.

Madrid, 8 de mayo de 1992.-EI Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Andalucía.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia confirmó la nota del
Registrador fundándose en que no se dan los requisitos establecidos en
los articulos 30 y siguientes de la Ley de Arbitraje, ni los establecidos
en el artículo 82 de la Ley Hipotecaria,

v

quisitos que considera preceptivos el Registrador en su nota. Que hay
que añad!f la efectividad in!11cdiata de los acuerdos plenarios de las
CorporacIones Locales. (Articulo 51 de la Ley 1/1985.) Que tiene ca­
rácter de cosa juzgada el laudo arbitral otorgado por el dictamen de
los Servicios Jurídicos de la Dirección Generarde Administración Local
a qJ.!.c se sometieron voluntariamente las partes. En el caso de! Ayun­
tamiento por el acuerdo de Pleno de la sesión extraordinaria y en el
del recurrente en virtud de sus facultades como Consejero Delegado
(art~culo 37 de la Ley de Arbitraje). En este punto se dan por repro-.
dUCldos los fundamentos contenidos en los artículos de solicitud de
~ech~ 25 de marlO ~e 1991. Que se rubrica ~I derecho de tracto i$ua­
lItano. pue:s se considera q~e la documentación aportada es sufiCIente
para acreditar la procedencia de la nota que se solicita y así lo ha sido
en <t;ntenpres notas si~ilares.en el mismo Registro, para el mismo ayun­
tamIento y c~n los mismos titulares de los Citados organismos (artIculo
14 Constltuc~ón Esp~ñola). Que en cuanto al articula 82, párrafo 3.°
de la Ley Hlpotecana, hay que resaltar la especial signitlcación dcl
requisito del consentimiento, al tratarse de una Corporación de derecho
publico, pues aunque el [onda de la cuestión litigiosa es eminentemente
materia de derecno privado, no puede olvidarse que la Corporación
Local está también sometida a la normativa de derecho público. o sea,
que debe someterse a la legislación vigente en materia de Procedimiento
Administrativo y Administración Local. Así pues, una vez adoptado el
acuerdo de Pleno,. del día 5 de octubre de 1991, admitiendo el some­
timiento al dictlJ,men de la Dirección General. la corporación está obli­
gada a consentir en los efectos del laudo cuando se producen por im­
perativo legal, puesto que ro contrario significarla una revisión de sus
propios actos. Que es evidente que se trata de un supuesto de nulidad,
por lo que el consentimiento de la corporación es un imperativo legal
aimanante del carácter administrativo del acto ~ue autoriza la adopcIón
de unacue~~ct:>legiado some!~do al derec~o publico. .9ue e~ ~ualquier
caso y Subsldlanamente, tamblen procedena la anotaclon soliCItada por'
tratarse d~ un dictamen de tercero, solicitado de mutuo acuerdo entre
las partes; Y.~ fo~ voluntaria.. pet? .con el carácter.circulante Rara

, la CorporaclOn en Virtud de la eJecutlvldad de su propiO compromiso.
Se entiende que reúne todos los requisitO$ de un laudo arbitral (artículo
37 de la Ley de Arbitraje).

El Registrador de la Propiedad, en defensa de la nota, ¡nfonnó: que
se entiende que el recurrente se refiere, a través de sus alegaciones, al
acreditar el cumplimiento de una condición inscrita en el Registro me­
diante la correspondiente nota marginal a que alude el artículo 23 de
la Ley Hipotecaria. Que en cuanto a la condición inscrita, si bien se
construyeron noventa y seis viviendas en el plazo de cinco años. tam­
bién es cierto que otras ciento cincuenta y dos· cuya obra nueva se
inscribió en el Registro, no llegaron a concluirse, no pasando de los
cimientos. por lo que {'9dría pensarse en un cumplimiento parcial de
la condición impuesta. Que hasta que no pasen tremta años no se sabe
si se han mantenido las viviendas construidas. Que el Pleno del Avun­
tamiento de Barbate de 5 de octubre de 1991 no se somete de manera
clara al dictamen de la Dirección General de Administración Local y
Justicia, y que del infonne emitido por dicha Dirección General tam­
poco se denva un pronunciamiento rotundo del tema que se estudia.
por lo que dificilmente puede considerarse vinculante. (Jue, en defini­
tiva, se entiende que ~uesto que no es totalmente claro el cumplímiento
de la condición, y a falta de acuerdo expreso de ambas partes contra­
tantes, COIT~sponderá a la autoridad judiCIal, a través dclprocedimiento
correspondIente, detenninar el cumplimiento o incumplímiento de dicha

, c~ndición. inscrita, eonfonne a lo dispuesto en el artleulo 82 de la Ley
Hlpotecana~

VIl
J

El recurrente apeló al auto presidencial. manteniéndose en sus ale­
gaciones. y añadio: Que el señor Registrador rechaza el fondo de .. un
mfomle de los ServiCIOS de Régimen Jurídico de la Dirección General
dc Administración. Local y Justicia. Que está acreditado que el cum­
plimiento era imposible, 'j la condición impcsible se debe tener por no
puesta. Que la corporacion solicitó expresamente el funcionamiento de­
dicha Dirección General. como se desprende del anexo 2 del citado
informe. Que los acuerdos del Pleno Corporativo son vinculantes para
la Corporación, que acordó aprobar dicho informe. Que el acuerdo del
Pleno, conjuntamente con la solicitud remitida al Organo arbitral y el
escrito de éste asumiendo y acompañando el dictamen jurídico. tiene
la estructura suticiente de un ~itraje con la amplitud de criterio que

El dia 27 de febrero de 1990. mediante escritura autorizada por don
Eduardo Nebot Tirado. Notario de Barcelona. don José Alejandro Crier
Euwens, como apoderado de la mercantil «Inmobiliaria Balen, Sociedad
Anónima», otorgó a favor de don Francisco Javier Víllacampa Bailarín.
elevación a publico de documento privado de compraventa, en uso de
p'oder conferido por la referida sociedad. por medio de su liQuidador
aon José Danicls Lev.y. a quien se confinó poder, en fccha 1 de no­
viembre de 1987. en acuerdo adoptado en Junta General Extraordinaria
de accionistas de la sociedad Citada, por el que ésta fue disuelta y
liquidada.

El día 2 de diciembre de 1987, ante el Notario anterionnente citado
se elevó a público el acuerdo adoptado por unanimidad en la Junta
General de la Sociedad ,dnmobiliaria Balen. Sociedad Anónima>~, de


